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ACCESIBILIDAD DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD VISUAL. EFECTOS DEL AMPARO OTORGADO CONTRA EL ARTÍCULO 

8 DE LA LEY FEDERAL DE CINEMATOGRAFÍA QUE OMITE ESTABLECER QUE LAS PELÍCULAS EXHIBIDAS EN LAS SALAS DE 

CINE DEBAN SER DOBLADAS AL ESPAÑOL Y CON AUDIO DESCRIPCIÓN. 

 

Hechos: Una persona con discapacidad visual permanente reclamó en amparo indirecto el artículo referido con motivo de 

su entrada en vigor. Consideró que era discriminatorio porque si bien contemplaba medidas de accesibilidad para las 

personas con discapacidad auditiva, las omitía para las personas con discapacidad visual.  

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el amparo contra el artículo 

8 de la Ley Federal de Cinematografía, que omite que las películas exhibidas en las salas de cine deban ser dobladas al 

español y con audio descripción, debe otorgarse para el efecto de que la Dirección General de Radio, Televisión y 

Cinematografía de la Secretaría de Gobernación lleve a cabo las medidas necesarias que permitan proporcionar los 

elementos idóneos para que dichas salas cuenten con dispositivos electrónicos que permitan garantizar la accesibilidad 

de las personas con discapacidad visual a los materiales cinematográficos en audio descriptivo, así como vigilar que su 

exhibición se presente en los complejos cinematográficos en diversos horarios a lo largo del día que las vuelvan 

razonablemente accesibles a las personas con discapacidad visual.  

Justificación: Los efectos de la protección constitucional contra la norma aludida no deben limitarse a la protección de la 

parte quejosa sino extenderse, aun cuando los artículos 107, fracción II, de la Constitución Federal y 73 de la Ley de 

Amparo, establezcan que las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los quejosos que 

lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la 

demanda. Al respecto, esta Segunda Sala ha sostenido que lo anterior admite modulaciones cuando se acude con un 

interés legítimo de naturaleza colectiva, como se advierte de la tesis aislada 2a. LXXXIV/2018 (10a.), de rubro: 

"SENTENCIAS DE AMPARO. EL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD ADMITE MODULACIONES CUANDO SE ACUDE AL JUICIO CON 

UN INTERÉS LEGÍTIMO DE NATURALEZA COLECTIVA.". En el caso, se está frente a una afectación a derechos humanos que 

pudiera considerarse indivisible y, por ende, sí se justifica que los efectos del amparo se proyecten sobre la esfera jurídica 

de personas que no manifestaron su intención de promover el juicio. 

SEGUNDA SALA. 

Amparo en revisión 14/2023. Óscar Horacio Ortega Morales. 6 de marzo de 2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín 

Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán; 

mayoría de tres votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidentes: Ministros Luis María Aguilar Morales 

y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán.  
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Nota: La tesis aislada 2a. LXXXIV/2018 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 

21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 

58, Tomo I, septiembre de 2018, página 1217, con número de registro digital: 2017955. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2024 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Instancia: 

Segunda Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Constitucional   

 

ACCESIBILIDAD DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD VISUAL. EL ARTÍCULO 8 DE LA LEY FEDERAL DE CINEMATOGRAFÍA ES 

INCONSTITUCIONAL PORQUE OMITE QUE LAS PELÍCULAS EXHIBIDAS EN LAS SALAS DE CINE DEBAN SER DOBLADAS AL 

ESPAÑOL Y CON AUDIO DESCRIPCIÓN. 

 

Hechos: Una persona con discapacidad visual permanente reclamó en amparo indirecto el artículo referido con motivo de 

su entrada en vigor. Consideró que era discriminatorio porque si bien contemplaba medidas de accesibilidad para las 

personas con discapacidad auditiva, las omitía para las personas con discapacidad visual. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el legislador incurrió en una 

omisión legislativa relativa que genera la inconstitucionalidad del artículo 8 de la Ley Federal de Cinematografía, al no 

establecer que las películas exhibidas en las salas de cine se encuentren dobladas al español y con audio descripción como 

medida razonable para garantizar el derecho a la accesibilidad de las personas con discapacidad visual.  

Justificación: El derecho a la accesibilidad no sólo implica identificar barreras y eliminarlas, pues la obligación de las 

autoridades no se agota con implementar medidas iniciales para que las personas con discapacidad puedan acceder, en 

este caso, al contenido de las películas. También implica garantizar que puedan hacer uso de las medidas de accesibilidad 

y erradicar cualquier barrera del ambiente que evite el uso de esas herramientas en igualdad de condiciones. El artículo 8 

aludido desatiende ese parámetro de constitucionalidad, porque si bien prevé que las películas serán exhibidas al público 

en su versión original y subtituladas al español, en favor de las personas con discapacidad auditiva, permite que las 

clasificadas para público infantil y los documentales educativos se exhiban dobladas pero siempre subtituladas en español. 

Con ello omite considerar a las personas con discapacidad visual, a quienes injustificadamente se les impide acceder a las 

películas por medio del doblaje y la audio descripción, restringiendo su participación en la vida cultural a través de 

formatos accesibles. Tal exigencia no debe ser interpretada como absoluta, ya que la exhibición de películas en complejos 

cinematográficos en su versión original está permitida, siempre y cuando también ofrezcan la posibilidad de que esas 

obras sean exhibidas con doblaje en español y con audio descripción en horarios que permitan razonablemente a las 

personas con discapacidad visual disfrutar de las películas que se exhiben a lo largo del día. 

SEGUNDA SALA. 

Amparo en revisión 14/2023. Óscar Horacio Ortega Morales. 6 de marzo de 2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín 

Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán; el 

Ministro Laynez Potisek votó en contra de consideraciones y de los efectos; el Ministro Aguilar Morales votó en contra de 

los efectos. Anunciaron voto de minoría. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán. 

Tesis de jurisprudencia 69/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de catorce 

de agosto de dos mil veinticuatro. 
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Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2024 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 

ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de septiembre de 2024, para los efectos previstos en el 

punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2029353 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 30 de 

agosto de 2024 10:38 horas 

 Tesis: PR.P.T.CS. J/11 

L (11a.) 

 

Instancia: Plenos 

Regionales 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Común, 

Laboral 

  

 

AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA MULTA IMPUESTA AL AYUNTAMIENTO CONDENADO EN EL JUICIO LABORAL 

BUROCRÁTICO, EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN DEL LAUDO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar la 

procedencia del amparo indirecto contra el acuerdo dictado por el Tribunal de Arbitraje y Escalafón del Estado de Jalisco 

por el que se multó al Ayuntamiento en la etapa de ejecución del laudo. Mientras que uno determinó que el acto 

reclamado se ubica en un supuesto excepcional de procedencia del juicio, porque no se dirige a ejecutar el derecho 

reconocido en el fallo decisorio de la controversia, sino a vencer la contumacia del condenado a cumplir con las 

obligaciones a su cargo, el otro concluyó que es improcedente, al no tratarse de un acto autónomo a la cosa juzgada que 

afecte algún derecho sustantivo, ni constituir la última resolución dictada en el procedimiento de ejecución. 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con residencia en la Ciudad de 

México, determina que procede el juicio de amparo indirecto contra el acuerdo del Tribunal de Arbitraje y Escalafón del 

Estado de Jalisco por el que impone una multa al Ayuntamiento condenado en el juicio laboral burocrático, en la etapa de 

ejecución del laudo. 

Justificación: El acuerdo del referido Tribunal, por el que impone una multa a un Ayuntamiento dentro del procedimiento 

de ejecución del laudo, en términos del artículo 143 de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus 

Municipios, ante la conducta contumaz de esa autoridad, es impugnable en amparo indirecto conforme al supuesto de 

excepción previsto en el primer párrafo de la fracción IV del artículo 107 de la Ley de Amparo. Se trata de un acto 

jurisdiccional autónomo intermedio, susceptible de vulnerar los derechos sustantivos del Ayuntamiento condenado, por 

lo que genera una afectación en su esfera patrimonial.  

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE 

MÉXICO 

Contradicción de criterios 65/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en 

Materia de Trabajo del Tercer Circuito. 29 de mayo de 2024. Tres votos de las Magistradas Rosa María Galván Zárate y 

María Enriqueta Fernández Haggar, y del Magistrado Héctor Lara González. Ponente: Magistrada María Enriqueta 

Fernández Haggar. Secretaria: Lizbeth Berenice Montealegre Ramírez. 

Tesis y/o criterios contendientes:  

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver el amparo en 

revisión 175/2023, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al 

resolver el amparo en revisión 83/2021.  
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Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2024 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 

ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de septiembre de 2024, para los efectos previstos en el 

punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2029354 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 30 de 

agosto de 2024 10:38 horas 

 Tesis: II.3o.A.34 A 

(11a.) 

 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Común   

 

CADUCIDAD EN EL JUICIO AGRARIO. EL PLAZO DE CUATRO MESES PARA QUE OPERE, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 190 DE 

LA LEY RELATIVA, DEBE SUSPENDERSE SI ESTÁ PENDIENTE DE RESOLUCIÓN UN JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN EL 

QUE SE IMPUGNAN CUESTIONES QUE DEJAN SUBJÚDICE SU RESOLUCIÓN. 

 

Hechos: La quejosa promovió juicio de amparo directo en contra del acuerdo en el que la Magistrada del Tribunal Unitario 

Agrario decretó la caducidad en el juicio agrario, al considerar que no había transcurrido el plazo de cuatro meses previsto 

en el artículo 190 de la Ley Agraria, ya que estaba pendiente de resolución un juicio de amparo indirecto en donde reclamó 

la omisión de fijar fecha y hora para la celebración de la audiencia de ley y la imposición de una multa. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el juicio de amparo indirecto suspende el plazo de 

cuatro meses para que opere la caducidad en el juicio agrario, cuando en aquél se reclamen cuestiones que dejen 

subjúdice la resolución de éste. 

Justificación: Lo anterior, porque del artículo 190 de la Ley Agraria se colige que la caducidad en los juicios agrarios se 

produce por dos causas: i) por la inactividad procesal o falta de promoción de las partes; y ii) por el transcurso de cuatro 

meses; sin embargo, si durante la secuela procesal se promovió juicio de amparo indirecto y el juicio agrario estaba 

subjúdice a lo que se decidiera en él, debe suspenderse el plazo para que se decrete la caducidad, pues el hecho de que, 

por regla general, el juicio de amparo no suspenda el procedimiento y que, por lo tanto, no interrumpa el plazo de 

caducidad, no quiere decir que en ningún caso pueda darse ese supuesto, puesto que la inflexibilidad de las reglas no debe 

conducir a dejar a los particulares en indefensión cuando se enfrenten a una disyuntiva en la que el juicio natural no puede 

avanzar, porque depende de que se resuelva esa cuestión materia del juicio de amparo promovido y, por lo tanto, no 

puede reprocharse a las partes el no haber promovido durante ese lapso, ni puede considerarse que exista incumplimiento 

a su carga procesal. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

Amparo directo 596/2022. 6 de julio de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: David Cortés Martínez. Secretario: Jesús 

Ricardo Añorve Calzada. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2024 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2029355 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 30 de 

agosto de 2024 10:38 horas 

 Tesis: II.3o.A.37 A 

(11a.) 

 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Común   

 

LEGITIMACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. CARECE DE ÉSTA LA PERSONA MORAL OFICIAL DEL ESTADO DE 

MÉXICO QUE FUE AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO LOCAL DEL QUE DERIVÓ EL 

INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN RECLAMADO. 

 

Hechos: Una persona moral oficial del Estado de México promovió juicio de amparo indirecto contra la resolución del 

Tribunal de Justicia Administrativa local dictada en un incidente de liquidación en etapa de cumplimiento de sentencia 

emitida en un juicio contencioso administrativo, en la que se le condenó a pagar la indemnización constitucional y demás 

prestaciones accesorias a un elemento de seguridad pública, es decir, en el juicio ordinario aquélla figuró como parte 

demandada. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la persona moral oficial local carece de legitimación 

para promover el juicio de amparo indirecto, cuando fue autoridad demandada en el juicio contencioso administrativo del 

que derivó el incidente de liquidación reclamado. 

Justificación: Lo anterior, porque se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en 

relación con los diversos 1o. y 7o., todos de la Ley de Amparo, de los que deriva que la autoridad demandada en el juicio 

contencioso administrativo carece de legitimación para acudir al juicio de amparo, porque no actúa en una relación de 

igualdad frente al particular, sino que a pesar de que se encuentre sometida a la jurisdicción contenciosa, sigue 

conservando una relación de supra a subordinación frente a la parte actora. Por ello, con independencia de que el acto 

reclamado en el juicio de amparo indirecto emane de la sustanciación e integración del juicio contencioso administrativo, 

sea la propia sentencia, o bien, surja en la etapa de ejecución, lo cierto es que la autoridad obligada al cumplimiento del 

fallo ordinario conserva la calidad y potestad de autoridad. Entonces, la circunstancia de que la persona moral oficial 

hubiera figurado como una de las partes procesales en el juicio ordinario –demandada– y se le condenara al pago de 

dichos conceptos, no la legitima para acudir al juicio de amparo, pues lo único que le otorga interés suficiente para ello es 

que no actúe en funciones de autoridad, sino como persona moral de derecho privado y en defensa de sus intereses 

patrimoniales, lo que no acontece en un procedimiento contencioso administrativo, en cualquiera de sus etapas, pues en 

éste funge como ente de derecho público en ejercicio del poder autoritario que es inherente al imperio del cual está 

investida. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 68/2023. Comisión de Honor y Justicia de la Comisaría General de Seguridad Pública del Ayuntamiento 

de Tlalnepantla de Baz, Estado de México. 11 de octubre de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Hugo Luna 

Baraibar. Secretario: Andrés Martínez Martínez. 
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Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2024 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2029356 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 30 de 

agosto de 2024 10:38 horas 

 Tesis: PR.A.C.CS. J/6 A 

(11a.) 

 

Instancia: Plenos 

Regionales 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Administrativa   

 

RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA. PROCEDE CONTRA LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS DE 

CARÁCTER INDIVIDUAL DESFAVORABLES AL PARTICULAR, CON INDEPENDENCIA DE QUE CONTENGAN UN CRÉDITO 

FISCAL (ARTÍCULO 36 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN). 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar si la 

reconsideración administrativa procede contra cualquier resolución administrativa de carácter individual desfavorable al 

particular o sólo contra las que contengan un crédito fiscal. 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con residencia en la Ciudad 

de México, determina que procede la reconsideración administrativa establecida en el tercer párrafo del artículo 36 del 

Código Fiscal de la Federación, contra las resoluciones administrativas definitivas de carácter individual desfavorables al 

particular, con independencia de que contengan un crédito fiscal. 

Justificación: La intención del legislador al adicionar el tercer y el cuarto párrafos al precepto citado, fue que el 

contribuyente tuviera a su alcance un procedimiento excepcional a fin de modificar o revocar, en su beneficio, 

resoluciones desfavorables emitidas por las autoridades fiscales. 

Que el tercer párrafo aludido establezca como requisito de procedibilidad que no haya prescrito el crédito fiscal, no puede 

interpretarse para restringir la procedencia de la reconsideración, ciñéndola a una materia específica y limitando el 

propósito previsto por el legislador. Dicho requisito no puede condicionar al presupuesto elemental del concepto primario 

o básico al que se refiere el señalado artículo 36 que dispone: "Las autoridades fiscales podrán, discrecionalmente, revisar 

las resoluciones administrativas de carácter individual no favorables a un particular emitidas por sus subordinados 

jerárquicamente". 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD 

DE MÉXICO 

Contradicción de criterios 52/2024. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Tercer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito y el Séptimo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 23 de mayo de 2024. Tres votos respecto del resolutivo 

primero de las Magistradas Rosa Elena González Tirado y María Amparo Hernández Chong Cuy y del Magistrado Arturo 

Iturbe Rivas. Mayoría de dos votos respecto del resolutivo segundo. Disidente: Magistrada María Amparo Hernández 

Chong Cuy. Ponente: Magistrada Rosa Elena González Tirado. Secretario: Ivann Alvarez Hernández. 

Tesis y/o criterios contendientes: 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo en 

revisión 86/2021, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo 

Circuito, al resolver el amparo en revisión 252/2021, y el diverso sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 263/2022. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2024 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 

ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de septiembre de 2024, para los efectos previstos en el 

punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2029357 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 30 de 

agosto de 2024 10:38 horas 

 Tesis: 2a./J. 68/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Segunda Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Constitucional   

 

RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 175, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN. AL PREVER QUE EN EL MISMO ESCRITO EN QUE SE HAGA VALER SE DESIGNE AL PERITO RESPECTIVO, NO 

TRANSGREDE EL DERECHO DE AUDIENCIA. 

 

Hechos: Una persona moral demandó la nulidad de una resolución por la que la autoridad hacendaria dio a conocer un 

avalúo sobre ciertos bienes embargados. El Tribunal Federal de Justicia Administrativa declaró la nulidad para efectos. La 

actora reclamó en amparo directo el artículo 175 del Código Fiscal de la Federación, por no prever un plazo para que, una 

vez presentado el recurso de revocación contra la determinación del valor de los bienes embargados, el recurrente pueda 

designar perito valuador o, en su caso, sea requerido para que lo presente. El Tribunal Colegiado de Circuito negó el 

amparo al estimar que basta con que la norma consigne el derecho de impugnación y la posibilidad de designar perito 

para satisfacer el derecho de audiencia. La quejosa interpuso recurso de revisión. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 175, párrafo 

segundo, del Código Fiscal de la Federación no viola el derecho de audiencia, pues otorga la oportunidad de designar al 

perito correspondiente al momento de hacer valer el recurso de revocación contra el avalúo efectuado por la autoridad 

sobre bienes embargados. 

Justificación: La porción referida establece que el embargado o terceros acreedores que no estén conformes con la 

valuación de la autoridad podrán hacer valer el recurso de revocación a que se refiere la fracción II, inciso b), del artículo 

117 del Código Fiscal de la Federación, debiendo designar en el mismo como perito de su parte a cualquiera de los 

valuadores señalados en el Reglamento de ese Código o a alguna empresa o institución dedicada a la compraventa y 

subasta de bienes. Por su parte, el tercer párrafo del artículo 175 prevé que cuando el embargado o terceros acreedores 

no interpongan el recurso dentro del plazo establecido en el artículo 127 del citado Código, o haciéndolo no designen 

valuador, o habiéndose nombrado perito por dichas personas, no se presente el dictamen dentro de los plazos a que se 

refiere el párrafo quinto del artículo 175, se tendrá por aceptado el avalúo de la autoridad. Para respetar el derecho de 

audiencia no es necesario prever un plazo posterior a aquel en que debe presentarse el recurso de revocación para 

nombrar al perito, porque debe designarse al hacerlo valer. 

SEGUNDA SALA. 

Amparo directo en revisión 227/2024. Puebla Especialidades Industriales, S.A. de C.V. 24 de abril de 2024. Cinco votos de 

los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto 

Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora. 

Tesis de jurisprudencia 68/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de catorce 

de agosto de dos mil veinticuatro.  
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Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2024 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 

ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de septiembre de 2024, para los efectos previstos en el 

punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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SECTOR HIDROCARBUROS. AL SER DE JURISDICCIÓN FEDERAL, SÓLO EL GOBIERNO FEDERAL PUEDE DICTAR LAS 

DISPOSICIONES TÉCNICAS, REGLAMENTARIAS Y DE REGULACIÓN EN ESA MATERIA, INCLUYENDO LAS RELACIONADAS 

CON EL DESARROLLO SUSTENTABLE, EL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE EN EL 

DESARROLLO DE ESA INDUSTRIA. 

 

Hechos: Los quejosos presentaron demanda de acción popular ante el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

México, contra diversas autoridades de protección civil del Municipio de Naucalpan de Juárez, señalando como actos 

reclamados: I) La aprobación y/o visto bueno y/o validación del programa de protección civil realizado por el director 

general de Protección Civil y Bomberos, respecto de la construcción de una estación de compresión y expendio al público 

de gas natural vehicular; y II) La omisión de realizar acciones para generar barreras de salvaguarda a los alrededores del 

inmueble en que se va a construir; sin embargo, dicho órgano sobreseyó, al estimar que la industria del sector 

hidrocarburos, es decir, su regulación, supervisión y vigilancia, es de jurisdicción federal. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la industria del sector de hidrocarburos –dentro de los 

que se encuentra el gas natural– es de exclusiva jurisdicción federal, por lo que únicamente el Gobierno Federal puede 

dictar las disposiciones técnicas, reglamentarias y de regulación en la materia, incluyendo aquellas relacionadas con el 

desarrollo sustentable, el equilibrio ecológico y la protección al medio ambiente en el desarrollo de esa industria. 

Justificación: Lo anterior, porque de los artículos 1o., 5o., fracción XVIII y 7o., fracción I, de la Ley de la Agencia Nacional 

de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, se advierte que la intención del 

legislador fue privilegiar el sector de hidrocarburos en el cual la producción energética se realice sin perder de vista la 

sustentabilidad ambiental, entendida ésta como la administración eficiente y racional de los recursos fósiles, de manera 

que sea posible elevar el bienestar de la población, sin que ello implique comprometer la calidad de vida de futuras 

generaciones, por lo que al tomarse en cuenta dichos objetivos, se determinó crear un órgano administrativo al que se 

facultara para supervisar y vigilar el cumplimiento de la normativa ambiental en la realización de actividades vinculadas 

con el sector de hidrocarburos, para lo cual se le dotó de atribuciones como la de expedir, suspender, revocar o negar 

autorizaciones en materia de impacto y riesgo ambiental en términos del artículo 28 de la Ley General del Equilibrio 

Ecológico y la Protección al Ambiente. Ello, porque el Órgano Reformador de la Constitución, al realizar la reforma en 

materia energética, reservó a la jurisdicción federal la regulación, supervisión y vigilancia del sector de hidrocarburos, 

ordenando la creación del órgano administrativo encargado de asegurar el cumplimiento de la normativa relativa. Así 

nació la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, órgano 

administrativo desconcentrado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, encargado de la vigilancia del 
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sector y facultado específicamente para otorgar las autorizaciones en materia de impacto y riesgo ambiental del sector 

de hidrocarburos. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

Amparo directo 499/2022. 8 de junio de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Núñez Loyo. Secretario: Daniel 

Mejía García. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2024 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MÉXICO. ES COMPETENTE PARA CONOCER DE LAS 

CONTROVERSIAS SUSCITADAS POR ACTOS RELACIONADOS CON LA OPERACIÓN DE ESTABLECIMIENTOS DE EXPENDIO 

DE GAS NATURAL (HIDROCARBUROS), ÚNICAMENTE RESPECTO A LA MATERIA DE PROTECCIÓN CIVIL. 

 

Hechos: Los quejosos presentaron demanda de acción popular ante el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

México, contra diversas autoridades de protección civil del Municipio de Naucalpan de Juárez, señalando como actos 

reclamados: I) La aprobación y/o visto bueno y/o validación del programa de protección civil realizado por el director 

general de Protección Civil y Bomberos, respecto de la construcción de una estación de compresión y expendio al público 

de gas natural vehicular; y II) La omisión de realizar acciones para generar barreras de salvaguarda a los alrededores del 

inmueble en que se va a construir; sin embargo, dicho órgano sobreseyó, al estimar que la industria del sector 

hidrocarburos, es decir, su regulación, supervisión y vigilancia, es de jurisdicción federal. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

México es competente para conocer de las controversias suscitadas por actos relacionados con la operación de 

establecimientos de expendio de gas natural, únicamente respecto a la materia de protección civil. 

Justificación: Lo anterior, porque el artículo 1 de la Ley de Hidrocarburos establece que ésta es reglamentaria de los 

artículos 25, párrafo cuarto, 27, párrafo séptimo y 28, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en esa materia, y que corresponde a la nación la propiedad directa, inalienable e imprescriptible de todos los 

hidrocarburos que se encuentren en el subsuelo del territorio nacional, incluyendo la plataforma continental y la zona 

económica exclusiva situada fuera del mar territorial y adyacente, en mantos o yacimientos, cualquiera que sea su estado 

físico; por ello, el Constituyente Permanente, en la reforma energética, concluyó que la industria del sector hidrocarburos 

–dentro de los que se encuentra el gas natural–, es de exclusiva jurisdicción federal, por lo que únicamente el Gobierno 

Federal puede dictar las disposiciones técnicas, reglamentarias y de regulación en la materia, incluyendo aquellas 

relacionadas con el desarrollo sustentable, el equilibrio ecológico y la protección al medio ambiente en el desarrollo de la 

referida industria. Por ese motivo, se creó la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente 

del Sector Hidrocarburos, órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales, encargada de la vigilancia del sector y facultada específicamente para otorgar las autorizaciones en materia de 

impacto y riesgo ambiental del sector de hidrocarburos. Sin embargo, las cuestiones de protección civil no están inmersas 

dentro de la normativa relativa a la industria de los hidrocarburos, pues aquélla tiene por objeto establecer y reglamentar 

las acciones relativas a la prevención y salvaguarda de las personas y sus bienes, así como el funcionamiento de los 

servicios públicos y su equipamiento estratégico en caso de situaciones de riesgo colectivo o desastre, por agentes 

naturales o humanos, así como la implementación de las condiciones y medidas de seguridad que deban adoptarse. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

Amparo directo 499/2022. 8 de junio de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Núñez Loyo. Secretario: Daniel 

Mejía García. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2024 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

 


